Acción de tutela de primera instancia
Radicado: 66001 22 04 003 2020 00114 00
Accionante: Carlos Eduardo Sepúlveda Marín
Accionados: J2pcto. y J3pmfcg
Asunto: Improcedente

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / TUTELA CONTRA FALLO DE TUTELA / IMPROCEDENCIA.
… la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria…
La Corte Constitucional ha señalado que existen al menos dos excepciones a la regla general para la procedencia de la acción de tutela: (i) cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional, y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. (…)
… la Corte Constitucional en la Sentencia T-353 de 2012…, manifestó que las decisiones que se tomen en el trámite de una acción de tutela, no pueden ser objeto de controversia constitucional mediante la formulación de una nueva solicitud de amparo, de la siguiente manera:

“La Corte ha admitido la posibilidad de interponer acciones de tutela contra actuaciones judiciales arbitrarias, incluso, actuaciones arbitrarias de jueces de tutela, pero nunca con respecto a sentencias de tutela, sino con relación a incidentes de desacato, o contra autos emitidos en el curso del proceso de tutela. A partir de la Sentencia SU-1219 de 2001, la Sala Plena de esta Corporación unificó su posición frente a este tema, precisando que las sentencias de tutela, y en general las decisiones que se tomen en el trámite de estos procesos, no pueden ser objeto de controversia constitucional mediante la formulación de una nueva solicitud de amparo, ya que tal proceder, además de mutar la naturaleza jurídica de la acción de tutela, haría que los conflictos jurídicos que se discuten en esa sede tuvieran un carácter indefinido…”
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira,  veinte (20) de  agosto de dos mil veinte (2020)

Aprobado por Acta No. 627
Hora: 3:25 p.m.
1. ASUNTO 

Procede la Sala a decidir la acción de tutela interpuesta por el señor CARLOS EDUARDO SEPÚLVEDA MARÍN en contra de los Juzgados 2º Penal del Circuito de Conocimiento y 3º Penal Municipal con Función de Control de Garantías, ambos de Pereira, y el Instituto de Tránsito y Movilidad de Dosquebradas, por considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad, al trabajo, al mínimo vital, a la salud, a la vida, a la dignidad en condiciones dignas y al derecho de los menores de tener un bienestar.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

 

2.1. Del escrito de demanda de tutela, se extrae que el señor CARLOS EDUARDO SEPÚLVEDA MARÍN informó que tiene 51 años de edad, con una discapacidad consistente en prótesis en la columna vertebral, niveles L4-L5, L54-S1, las cuales generan atrofia muscular y movilidad reducida de los miembros inferiores. Además, tiene una condición de desplazamiento forzado a causa del conflicto armado y del cual no ha percibido ningún tipo de solución hasta el momento, además su grupo familiar posee una condición de enfermedades catastróficas. 

El accionante indicó que instauró una acción de tutela en contra del Instituto de Tránsito y Movilidad de Dosquebradas, cuyo fallo emitido por Juzgado 3º Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Pereira, bajo el radicado No.66001-40-88-003-2019-00035-00 del 18 de febrero de 2019, en el que le fueron negadas su pretensiones, por lo que fue impugnado y confirmado lo decidido por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Conocimiento de esta capital, es decir, negó sus peticiones con el agravante de haberse pronunciado sin argumentación alguna, fuera de contexto, legitimidad y desconociendo por completo la solicitud de los derechos invocados.

El actor alega que el fallo de segunda instancia no argumentó sobre la presunta vulneración de sus derechos, sino que juzgó su actuar como una transgresión al Código Nacional de Tránsito y calificó su proceder así: “EN EL EVENTO DE RESULTAR LOS DICHOS DEL ACTOR, REFERENTES A QUE DEL VEHÍCULO DEPENDE SU SUSTENTO, DEBIÓ HABER PENSADO EN ELLO ANTES DE DEDICARSE AL TRANSPORTE ILEGAL”.  Al  respecto, el accionante manifiesta que el juzgado de segunda instancia opinó de manera directa la forma como obtenía su sustento y dio por sentado que el mismo se dedicaba al transporte ilegal, a sabiendas que tal aseveración debe ser considerada por un inspector de tránsito y no por un juez de “derechos humanos”, lo que para el señor SEPÚLVEDA MARÍN se trata de una usurpación de funciones, si se tiene en cuenta que en momento alguno se le solicitó al fallador entrar a dirimir si había o no cometido una infracción de tránsito, sino la defensa de sus derechos fundamentales que fueron vulnerados por los servidores públicos. De tal manera, que el juzgado de conocimiento en ningún momento tuvo en cuenta la única prueba aportada al proceso, la cual es el video del momento del procedimiento por parte de los funcionarios de Tránsito y Movilidad de Dosquebradas y los hechos victimizantes, como era que el accionante había solicitado que se le informara las razones de su detención, de lo cual no obtuvo respuesta, como tampoco se tuvo en cuenta que dependía del vehículo para la labor que ejercía,  un trabajo lejano a lo que ellos describieron como transporte ilegal, ni tuvieron en cuenta su condición de debilidad manifiesta por la cual no podían llevarse el vehículo, pero dichos funcionarios se dedicaron a hacer un comentario discriminativo sobre su condición y continuaron con su procedimiento fuera de todo protocolo y legalidad. 

El señor SEPÚLVEDA MARÍN insiste que el fallo de tutela de segunda instancia desconoció por completo su función y la definición de la acción de tutela, al no haber verificado su condición de debilidad manifiesta, la cual consiste en uso de prótesis en la columna vertebral, la cual trae consigo atrofia muscular y pérdida neuronal de los miembros inferiores, así como su situación de desplazamiento forzado.  Además, el actor tilda de discriminatorio el hecho que el juzgado de segunda instancia puso en duda no solo su petición y las pruebas anexadas al respecto, sino la propiedad de vehículo y parte del proceso en discusión cuando manifestó las condiciones especiales del vehículo para poder conducirlo dada su discapacidad, esto es un hecho sin fundamento por parte del fallador, si tal era su duda debió ampliar la denuncia y solicitar las pruebas que confirmaran lo dicho, como porqué la tarjeta de propiedad aún no estaba a su nombre, aun cuando los datos del SOAT de varios años si aparecen a su nombre.
El accionante reprocha la sentencia de tutela de segunda instancia al considerar lo siguiente: i) carece de idoneidad y ecuanimidad,  y por ende no es neutral en su fallo actuando de forma y manera viciada, amañada y “amangualada” (sic), ii) se limita única y exclusivamente a la declaración del Instituto de Movilidad cuando declaró que el actor estaba a tiempo de ejercer el recurso de presentarse dentro de los primeros días hábiles después de la infracción para hacer sus descargos; iii) desconoce y omite que dentro del proceso administrativo argumentó que el mismo día de la infracción se utilizó ese recurso y fue negado por la Inspectora de Tránsito de Dosquebradas Gloria María Vera Valencia, quien a su vez lo dirigió ante su superior quien también le negó el recurso, y como ese recurso no hay prueba escrita de su declaración, solicitó como prueba anexa el video del día 6 de febrero 2 pm.

Por lo anterior, el fallo de segunda instancia generó: i) revictimización de su situación por cuanto perdió su empleo el 9 de marzo del 2019), al no tener cómo ejercer la labor para la que había sido contratado; ii) se quedó sin seguridad social y la obtención de su sustento, lo que afectó su mínimo vital, iii) se interrumpió el tratamiento de su hijo menor de edad, el  13 de marzo de 2019, el cual estaba siendo tratado en una clínica de quinto nivel por una enfermedad huérfana, (enfermedad catastrófica), pero al no tener como sufragar su tratamiento, impidió su trasladado en avión para una atención especial, lo que llevó a que el 22 de agosto de 2019 fuera intervenido quirúrgicamente de urgencia, por una afección de su enfermedad, debiendo ser drenado  su pulmón y asumir los costos particularmente; iv) la Secretaría de Tránsito de Dosquebradas le retuvo la licencia de conducción por un período de seis meses, aplicó el pago total de la infracción sin derecho a rebajas de ningún tipo y además, lo subió a una plataforma donde reportan a los transportadores ilegales, constituyéndose esto en una calumnia y difamación, además de que se convierte en un hecho de acoso y persecución por las autoridades de tránsito estar en esa plataforma; v) el accionante adquirió muchas deudas y préstamos para pagar a Tránsito de Dosquebradas con el fin de poder sacar el vehículo de los patios, vender el vehículo y así poder sufragar en algo los costos de la enfermedad de su hijo y de sus obligaciones como padre cabeza de hogar y tatar de buscar otro empleo en mis condiciones de discapacidad.

El actor informó que al retirar su vehículo de los patios de Tránsito se dio cuenta de varias inconsistencias y daños en la batería, la cual no estaba en su lugar; que las puertas no tenían ningún sello, recalentamiento del motor,  generando además un corto circuito en todo el sistema eléctrico del vehículo, lo que consideró el actor un abuso de confianza por parte de los encargados de los patios de tránsito, por la manipulación de la batería, causando todo el desperfecto, en el entendido que al momento de la detención del vehículo este funcionaba y rodaba sin ningún contratiempo.

El actor indicó que todos los hechos antes narrados le generaron una depresión severa y angustia mental, tuvo dos intentos de suicidio, y que el tratamiento de rehabilitación en la Clínica Mental terminó el 3 de julio del presente año, donde fue recogido por un amigo y trasladado a Manizales para darle posada momentánea mientras resuelvo su situación, además, su hogar se disolvió. En la actualidad, tiene pensamientos de ira, frustración, venganza comparables a la tortura por los funcionarios de tránsito que obraron sin buenos principios y lealtad a la profesión, por lo que invoca la protección de sus derechos ante la  extralimitación de sus funciones y en tal sentido, solicitó lo siguiente:

i) Revocar y declarar la nulidad absoluta de las decisiones adoptadas en abuso del derecho por ilicitud del objeto y la indemnización de los perjuicios.
ii) Revocar y declarar la nulidad del fallo emitido por el  Juzgado 2º  Penal del Circuito de Conocimiento de Pereira en la sentencia de tutela Nro. 039 Segunda instancia ya que este fue sustentado y fallado por fuera del orden constitucional y legal.
iii) Dirimir y pronunciarse sobre los derechos inicialmente invocados y transgredidos por los servidores y funcionarios públicos adscritos a la secretaria de transito de Dosquebradas, con base en: 

iv) Proteger sus derechos por vulneración ante el mal procedimiento que va en contra del Código Nacional de Tránsito Terrestre, en el que se le acusó de estar ejerciendo transporte ilegal, y que fue efectuado por alguien que no llevaba ningún tipo de identificación, quien le solicitó los documentos del vehículo, pese a que solo puede ser en un retén debidamente instalado, en una bahía con conos, con grúa, con valla anunciando el retén, con un comandante de operativo, diferente a lo que aparece en el video como prueba. Es decir, diligencia que únicamente podía ejercer un agente nombrado por el Ministerio de Transporte y en casos donde el conductor o infractor omitió un pare, un semáforo en rojo, hizo una maniobra peligrosa o huye de la autoridad de tránsito, lo que en su caso no aplica, ya que el comparendo impartido no corresponde con ninguna de ellas. 

v) El accionante  invoca como vulnerados su derechos a la tranquilidad y debido proceso administrativo y penal, por la extralimitación de funciones del agente de tránsito al solicitarle a él y al acompañante sus cédulas y exigir el abandono del vehículo, ser sometido y requisado por la policía como si fuese un delincuente cualquiera, generando un espectáculo público, que transgrede su dignidad y buen nombre, donde además el agente de policía lo lastimó en la parte de las incisiones de la cirugía de las prótesis.  Además, de todo el trato discriminatorio que fue usado en su contra por el agente al ser discapacitado y los comentarios hechos en el procedimiento, al ser tratado como un criminal. 
vi) Revocar la sanción impuesta por la Secretaría de Tránsito de Dosquebradas – Risaralda, así como todas las derivadas que surtieron efecto por esta acción. 

vii) Adoptar y conceder las medidas que considere necesarias ya sean de carácter sancionatorio o de protección, con el fin de retribuir y/o resarcir el daño causado (causa – efecto), generado tanto por el juzgado accionado como la inicialmente accionada Instituto de Movilidad y Tránsito de Dosquebradas – Risaralda. 

viii) Compulsar copias a quien corresponda con el fin velar por la protección de mis derechos al igual que la retribución de los daños causados.
2.1.  El accionante allegó con la demanda de tutela copia de la historia clínica del menor de edad EJSM del 22 de agosto de 2019; certificación laboral de Serviplus S.A.S. donde consta que el actor desempeñaba el cargo de supervisor; historia clínica del Instituto Sistema Nervioso de Risaralda del 22 de julio de 2020 donde consta valoración por trastorno depresivo recurrente del accionante.  Así mismo, adjuntó dos fotos y un video en los que se observan el motor y varias partes de un vehículo automóvil rojo, así como y la reparación mismo.  Igualmente, unas fotografías de un adolescente en la cama de una clínica.
2.3.  Mediante auto del 11 de agosto de 2020, se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela y se ordenó correr traslado de la misma a los JUZGADOS 2º PENAL DEL CIRCUITO y 3º PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS, ambos de Pereira, y de la SECRETARIA DE TRANSITO Y MOVILIDAD de Dosquebradas.

3. RESUMEN DE LAS RESPUESTAS A LA ACCIÓN DE TUTELA
        
 3.1. JUZGADO TERCERO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS PEREIRA – RISARALDA

Su titular informó que el 8 de febrero de 2019  admitió la acción de tutela interpuesta por el señor CARLOS EDUARDO SEPÚLVEDA MARIN, la cual quedó con radicado 2019-00035 en contra de la SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y MOVILIDAD DE DOSQUEBRADAS-RISARALDA, en la que el actor solicitó:  

 “1. Certificar si los agentes involucrados fueron nombrados por el Ministerio Nacional de transporte y resolución de nombramiento o solo son de acomodo por política (…)2. Certificar y demostrar la prueba que yo como afectado y supuesto infractor recibí algún tipo de dinero, de lo contrario se tipifica el delito por calumnia a cada uno de los involucrados compulsar copias a quien corresponda (…) 3. Revocar la decisión de la secretaría de tránsito de Dosquebradas de seguir la actuación del proceso en concreto. (…) 4. No tomar ninguna sanción económica en contra mía que siga menoscabando mis Derechos por parte de la secretaria de tránsito (…) 5. Una disculpa personal y pública de los funcionarios involucrados en el caso por discriminación y humillación en persona minusválida y en condiciones de debilidad manifiesta…”. 

El 18 de febrero de 2019 profirió fallo declarando improcedente la acción de tutela incoada por el señor CARLOS EDUARDO SEPÚLVEDA MARÍN en contra de la SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y MOVILIDAD DE DOSQUEBRADAS-RISARALDA; siendo notificada correctamente a las partes, el mismo día. 

Consideró que en el presente caso se han respetado los derechos fundamentales al debido proceso del accionante, por cuanto el fallo fue en derecho y, tuvo la segunda instancia para revisión de nuestro fallo, quien lo confirmó. Por lo tanto, solicitó declarar improcedente la presente acción constitucional.

Allegó copia de la sentencia del 18 de febrero de 2019.

3.2. JUZGADO 2º PENAL DEL CIRCUITO DE CONOCIMIENTO DE PEREIRA

Su titular consideró que no ha transgredido los derechos fundamentales invocados por el accionante, por cuanto la decisión tomada en segunda instancia, dentro de la acción de tutela que promovió el señor SEPÚLVEDA MARÍN en contra de la Secretaría de Transito y Movilidad de Dosquebradas, tramitada en primera instancia por el Juzgado Tercero Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de esta ciudad bajo el radicado 66001 40 88 003 2019 00035 01, fue adoptada conforme a derecho.  Por lo tanto, solicitó  negar frente a ese despacho las pretensiones reclamadas por el actor.
Adjuntó la providencia dictada por este despacho.

3.3. La Secretaría de Transito y Movilidad de Dosquebradas no se pronunció frente a la demanda de tutela.
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción constitucional, de acuerdo a lo establecido en el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que señala que cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial le será repartida al respectivo superior funcional del accionado, que en este caso viene a ser esta Colegiatura.

4.2. Problema jurídico
Corresponde a esta Sala determinar si las autoridades accionadas con sus decisiones vulneraron los derechos fundamentales al señor CARLOS EDUARDO SEPÚLVEDA MARÍN; de tal manera, que amerite la concesión del amparo.
4.3. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.  

4.4. Por ello se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u ofensa concreta frente a una persona determinada. 

4.5. La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es el de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“… también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”
 

4.6. Procedencia excepcional de la tutela

La Corte Constitucional ha señalado que existen al menos dos excepciones a la regla general para la procedencia de la acción de tutela
: (i) cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran
 o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional
, y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable
.

Así las cosas, sobreviene memorar la noción de perjuicio irremediable, puesto que como se ha visto, es el factor fundamental para poder examinar en sede constitucional la violación o amenaza al debido proceso administrativo, que alega la parte actora.  A propósito, valga recordar que ninguna discusión amerita comprender que ese derecho alegado, tiene la estirpe iusfundamental pretendida; en realidad, la cuestión medular se centra en la viabilidad por virtud del daño irreparable que se logre invocar y probar. Sobre la irremediabilidad del perjuicio, la Corte Constitucional
 estima indispensable concurran las siguientes notas características:

“(i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente, entendiendo por amenaza no la simple posibilidad de lesión, sino la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de forma injustificada; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, que exige la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; (iv) la impostergabilidad de la tutela, que implica acreditar la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos fundamentales
”.   
4.7. DEL CASO EN CONCRETO

4.7.1. En el presente asunto, el reclamo del señor CARLOS EDUARDO SEPÚLVEDA MARÍN está encaminado a que se verifique la existencia de una vía de hecho tiene que ver con las decisiones tomadas por los Juzgados 2º Penal del Circuito de Conocimiento y 3º Penal Municipal con Función de Control de Garantías, ambos de Pereira, dentro de la acción de tutela que el señor SEPÚLVEDA MARÍN instauró en contra de Instituto de Tránsito y Movilidad de Dosquebradas, al considerar que tales providencias se emitieron contrariando el ordenamiento constitucional y legal vigentes, configurándose un defecto procedimental absoluto, defecto fáctico, decisión sin motivación, violación directa de la constitución, lo que vulnera sus  derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad, a la obtención de acceso a la administración de justicia, por conexión a la salud, a la vida, al trabajo, al mínimo vital, a la dignidad en condiciones de dignidad y al derecho de los menores de tener un bienestar.  Aduciendo el actor que aunque existen otros medios judiciales para resolver este conflicto, no son los más idóneos para asegurar sus garantías y prontitud, que protejan y reintegren lo derechos invocados, dado el menoscabo ocasionado por los fallos descritos aunado a la emergencia declarada por el Gobierno Nacional.
4.7.2. Sea lo primero advertir que el artículo 230 de la Constitución Nacional señala “los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley”, por lo que la acción de tutela tiene que ser fallada con fundamento en las normas jurídicas aplicables dependiendo del asunto que se esté tratando con el fin de que lo que se decida en la sentencia no contraríe los presupuestos legales y constitucionales. 
4.7.3. Ahora bien, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha reiterado que si bien los jueces de tutela pueden incurrir en errores o faltas al momento de pronunciarse en sus fallos, es improcedente utilizar la acción de tutela para atacar una decisión que se profirió en un proceso de esa misma naturaleza.  En tal virtud, en  la Sentencia SU-1219 del 21 de noviembre de 2001, dicho Tribunal señaló que excepcionalmente es viable interponer una acción de tutela cuando en el trámite o procedimiento de una anterior el funcionario judicial ha incurrido en vías de hecho y si el presunto defecto es de fondo y se materializa en el fallo de la acción de tutela, contra esa providencia no es procedente interponer posteriormente otra acción de tutela, toda vez que el mecanismo jurídico idóneo establecido para analizar la constitucionalidad de una sentencia de tutela es únicamente la revisión a cargo de esa Corporación, según lo dispuesto en la sentencia de unificación antes referida, así:
“Los jueces de tutela también pueden incurrir en arbitrariedades inexcusables al proferir una sentencia de tutela, que sitúan su conducta en los extramuros del derecho. Frente a esta posibilidad la persona no debe quedar inerme. En este evento, el ordenamiento jurídico colombiano ha establecido un mecanismo de control para evitar la vulneración de los derechos fundamentales mediante sentencias de tutela, en nombre de la defensa de los mismos (…).

El mecanismo constitucional diseñado para controlar las sentencias de tutela de los jueces constitucionales que conocen y deciden sobre las acciones de tutela, por decisión del propio Constituyente, es el de la revisión por parte de la Corte Constitucional. Esta regulación, no sólo busca unificar la interpretación constitucional en materia de derechos fundamentales sino erigir a la Corte Constitucional como máximo tribunal de derechos constitucionales y como órgano de cierre de las controversias sobre el alcance de los mismos. Además, excluye la posibilidad de impugnar las sentencias de tutela mediante una nueva acción de tutela – bajo la modalidad de presuntas vías de hecho - porque la Constitución definió directamente las etapas básicas del procedimiento de tutela y previó que los errores de los jueces de instancia, o inclusive sus interpretaciones de los derechos constitucionales, siempre pudieran ser conocidos y corregidos por un órgano creado por él – la Corte Constitucional – y por un medio establecido también por él – la revisión.”

“(…) El afectado e inconforme con un fallo en esa jurisdicción, puede acudir ante la Corte Constitucional para solicitar su revisión.11 En el trámite de selección y revisión de las sentencias de tutela la Corte Constitucional analiza y adopta la decisión que pone fin al debate constitucional. Este procedimiento garantiza que el órgano de cierre de la jurisdicción constitucional conozca la totalidad de las sentencias sobre la materia que se profieren en el país y, mediante su decisión de no seleccionar o de revisar, defina cuál es la última palabra en cada caso. Así se evita la cadena de litigios sin fin que se generaría de admitir la procedencia de acciones de tutela contra sentencias de tutela, pues es previsible que los peticionarios intentarían ejercerla sin límite en busca del resultado que consideraran más adecuado a sus intereses lo que significaría dejar en la indefinición la solicitud de protección de los derechos fundamentales. La Corte Constitucional, como órgano de cierre de las controversias constitucionales, pone término al debate constitucional, e impide mantener abierta una disputa que involucra los derechos fundamentales de la persona, para garantizar así su protección oportuna y efectiva (artículo 2 C.P.).

Además, de aceptarse que la tutela procede contra sentencias de tutela ésta perdería su efectividad como mecanismo de acceso a la justicia para amparar los derechos fundamentales. El derecho a acceder a la justicia no comprende tan sólo la existencia formal de acciones y recursos sino ante todo que las personas puedan obtener de los jueces una decisión que resuelva las controversias jurídicas conforme a derecho. Si la acción de tutela procediera contra fallos de tutela, siempre sería posible postergar la resolución definitiva de la petición de amparo de los derechos fundamentales, lo cual haría inocua ésta acción y vulneraría el derecho constitucional a acceder a la justicia. La Corte Constitucional tiene la misión institucional de impedir que ello ocurra porque lo que está en juego no es nada menos que la efectividad de todos los derechos constitucionales, la cual quedaría indefinidamente postergada hasta que el vencido en un proceso de tutela decidiera no insistir en presentar otra tutela contra el fallo que le fue adverso para buscar que su posición coincida con la opinión de algún juez. En este evento, seguramente el anteriormente triunfador iniciará la misma cadena de intentos hasta volver a vencer.” (Subrayas propias)
4.7.4.  Así mismo, la Corte Constitucional en la Sentencia T-353 de 2012, reiterando lo afirmado en la SU-1219 de 2001, manifestó que las decisiones que se tomen en el trámite de una acción de tutela, no pueden ser objeto de controversia constitucional mediante la formulación de una nueva solicitud de amparo, de la siguiente manera:
“La Corte ha admitido la posibilidad de interponer acciones de tutela contra actuaciones judiciales arbitrarias, incluso, actuaciones arbitrarias de jueces de tutela, pero nunca con respecto a sentencias de tutela, sino con relación a incidentes de desacato, o contra autos emitidos en el curso del proceso de tutela. A partir de la Sentencia SU-1219 de 2001, la Sala Plena de esta Corporación unificó su posición frente a este tema, precisando que las sentencias de tutela, y en general las decisiones que se tomen en el trámite de estos procesos, no pueden ser objeto de controversia constitucional mediante la formulación de una nueva solicitud de amparo, ya que tal proceder, además de mutar la naturaleza jurídica de la acción de tutela, haría que los conflictos jurídicos que se discuten en esa sede tuvieran un carácter indefinido, lo cual atenta no solo contra los principios de seguridad jurídica y cosa juzgada, sino que también genera un grave perjuicio al goce efectivo y real de los derechos constitucionales que la tutela se encamina a garantizar de manera cierta, estable y oportuna”. (Subrayas fuera del texto original)
4.7.5. Así las cosas, es indiscutible que el accionante no puede acudir a la solicitud de amparo constitucional para cuestionar decisiones judiciales proferidas dentro de un procedimiento antecedente de la misma índole por cuanto es la Corte Constitucional el juez natural competente para revisar en instancia definitiva tal trámite, máxime que de las pruebas que obran en la presente demanda de amparo se advierte que el señor SEPÚLVEDA MARÍN había acudido en febrero de 2019 al juez constitucional indicando los hechos similares a los que puso de presente en la actual acción de tutela, refiriendo que la Secretaría de Tránsito y Movilidad había actuado contrariando las normas legales dentro del  proceso administrativo  en el que le fue impuesto un comparendo,  en el cual el Juzgado 3º Penal Municipal con Función de Control de Garantías de esta ciudad concluyó que el actor contaba  con otros mecanismos idóneos para procurar la garantía de sus derechos fundamentales, como era inicialmente, comparecer ante el mismo organismo de Tránsito de Dosquebradas “para participar en el procedimiento administrativo tendiente a determinar si se le impone o no sanción, en la que puede ampliamente controvertir el comparendo, aportando pruebas que lo desvirtúen e interponiendo los recursos de ley contra las decisiones que allí se tomen, y finalmente, acudir ante el contencioso administrativo para demandar por la vía de la nulidad y restablecimiento del derecho, la resolución por medio de la cual eventualmente se le imponga sanción, por lo que se evidencia improcedente la presente acción.” Y con relación a la información de la vinculación de los agentes de tránsito a la entidad accionada, dijo la funcionaria que: “no se tiene conocimiento, no se aportó prueba alguna en el sentido de que el accionante haya elevado tal petición ante el organismo pertinente, y adicionalmente, es un tema que debe discutir dentro de la actuación arriba señalado, para desvirtuar el comparendo mismo; al igual que lo relacionado con las presuntas agresiones de las que fue objeto dentro de la actuación ejecutada” 

4.7.6.  Por su parte, el Juzgado 2º Penal del Circuito de Conocimiento de esta capital conoció de la impugnación formulada por el señor SEPÚLVEDA MARÍN en contra de la decisión el Juzgado 3º Penal Municipal con Función de Control de Garantías, la segunda instancia consideró que los actos emitidos por la administración pública debían debatirse en la jurisdicción contencioso administrativa, ya que en ese caso el accionante no había demostrado la ocurrencia de un perjuicio irremediable por la inmovilización del vehículo, además, en la orden de comparendo aparecía como propietario el señor “LOPEZ CASTAÑEDA JOSE O.” Además, de haberse acreditado con las pruebas presentadas en esa demanda, que el actor se dedicaba al transporte ilegal.
4.7.7. En ese orden de ideas, esta Sala insiste que los juzgados accionados administraron justicia conforme a las pruebas que recaudaron en el trámite constitucional que hoy reclama el actor generó una vía de hecho; de tal manera que, no puede pregonarse arbitrariedad en las resoluciones que el actor considera fueron contrarias a las normas legales por el mero hecho de no haber sido favorables a sus pretensiones.  De tal manera, que no procede la presente acción de tutela en contra de los fallos emitidos por los juzgados demandados, en el entendido de que no se verificaron los siguientes requisitos expuestos por la Corte Constitucional cuando indicó que para determinar la viabilidad o no del recurso de amparo contra providencias judiciales, debe demostrarse lo siguiente: 

“(a) El asunto tenga relevancia constitucional;  (b) La petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad;  (c) El actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (d) En caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que resulta lesiva de los derechos fundamentales; (e) El accionante identifique, de forma razonable, los yerros de la autoridad judicial que generan la vulneración; y (f) El fallo impugnado no sea de tutela
. 

3.3. En relación con el alcance de este último requisito, esta Corporación en la Sentencia SU-627 de 2015
 precisó lo siguiente:

(a) “Si la acción de tutela se dirige contra la sentencia de tutela, la regla general es la de que no procede”.

(b) “Esta regla no admite ninguna excepción cuando la sentencia ha sido proferida por la Corte Constitucional, sea por su Sala Plena o sea por sus Salas de Revisión de Tutela. En este evento solo procede el incidente de nulidad de dichas sentencias, que debe promoverse ante la Corte Constitucional”.

(c) “Si la sentencia de tutela ha sido proferida por otro juez o tribunal de la República, la acción de tutela puede proceder de manera excepcional, cuando exista fraude y por tanto, se esté ante el fenómeno de la cosa juzgada fraudulenta, siempre y cuando, además de cumplir con los requisitos genéricos de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales, (i) la acción de tutela presentada no comparta identidad procesal con la solicitud de amparo cuestionada; (ii) se demuestre de manera clara y suficiente, que la decisión adoptada en la sentencia de tutela fue producto de una situación de fraude (Fraus omnia corrumpit); y (iii) no exista otro medio, ordinario o extraordinario, eficaz para resolver la situación”. (Subrayas fuera del texto original)
4.7.8. Por las anteriores razones, esta Colegiatura concluye que en virtud del principio de la autonomía e independencia de la función judicial consagrada en el artículo 228 de la Constitución Nacional, el estudio del asunto puesto en conocimiento por parte del señor SEPÚLVEDA MARÍN implicaría desconocer y pretermitir las determinaciones que en ejercicio de su competencia emitieron los jueces accionados frente a las presuntas irregularidades reprochadas por el accionante en el proceso administrativo efectuado por los funcionarios del Instituto de Tránsito y Movilidad de Dosquebradas cuando fue inmovilizado el vehículo en el que iba el mismo, cuyas decisiones se tomaron cuando los demandados fungieron como jueces constitucionales en el trámite correspondiente a la tutela, lo cual está legalmente previsto en el Decreto 2591 de 1991 y, abordar nuevamente ese debate, se entraría en abierta contraposición a la finalidad y alcance de esta herramienta, como es el estudio de la naturaleza de las decisiones proferidas.   Por lo tanto, la presente acción constitucional no está llamada a prosperar por ser improcedente.
4.7.8.  Aunado a lo acabado de analizar, si el señor SEPÚLVEDA MARÍN considera que hubo una extralimitación de funciones por parte de los agentes que le impusieron una sanción por una presunta vulneración al Código de Tránsito, deberá interponer las denuncias que considere pertinentes en el escenario idóneo dispuesto para tal fin.

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.
RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR improcedente la acción de tutela incoada por el señor CARLOS EDUARDO SEPÚLVEDA MARÍN en contra de los Juzgados 3º Penal Municipal con función de Garantías y 2º Penal del Circuito, ambos de Pereira, y  el Instituto de Tránsito y Movilidad – Secretaría de Dosquebradas, Risaralda.
SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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